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	En ejercicio de la acción de inconstitucionalidad, un Ciudadano, solicita a la Corte la declaración de inexequibilidad del Parágrafo del artículo 1º y del parágrafo 1º del artículo 5º de la Ley 1333 de 2009.” 
	¿El parágrafo del artículo 1º y el parágrafo 1º del artículo 5º de la Ley 1333 de 2009, vulneran el principio de presunción de inocencia (art. 29 superior), al presumir la culpa o el dolo del infractor e invertir la carga de la prueba en el campo del derecho administrativo sancionador ambiental?
	Adujo que en la medida en que el Medio Ambiente es un bien jurídico particularmente importante, es justificable la existencia de dicha presunción legal. Considera que los parágrafos impugnados no vulneran el debido proceso porque el sujeto procesal, puede demostrar su inocencia a través de los medios probatorios respectivos que para tal fin ha fijado la ley, hecho éste que garantiza el derecho de defensa y el debido proceso. Afirmó que las normas demandadas, se encuentran en plena concordancia con el Artículo 1516 del Código Civil, que establece la posibilidad de presumir el dolo en los casos especialmente previstos en la ley. 
	Indicó que el Estado, en búsqueda de garantizar el goce de un ambiente sano, no puede, tomar medidas tan extremas, que sacrifiquen el ejercicio de otros derechos igualmente importantes como el Debido Proceso, hecho que bajo su concepto es inconstitucional. Pues ni aún ante una evidente infracción o la posible prueba objetiva de la misma, se justifica una sanción que prive de cualquier elemental garantía de defensa.
	Afirmó que  dada la importancia del bien jurídico protegido, el legislador consagró la presunción legal de culpa o dolo, tal y como se establece en otros regímenes sancionatorios, la cual opera como una disminución de la actividad probatoria del Estado, sin que por ello el Estado se despoje de la carga de probar  dichas presunciones


	Afirmó que dichas presunciones resultan exageradas, ya que el presunto infractor queda en una situación vulnerable frente a la administración, pues no es posible que en todos los casos de infracción el investigado cuente con los elementos necesarios para llevar al proceso los hechos que pueden exculparlo. Agregó que frente a los daños al medio ambiente son las autoridades ambientales las que tienen capacidad técnica para practicar las pruebas pertinentes en cada caso.


	Solicitó la declaratoria de exequibilidad de las disposiciones.   Manifiesta que las infracciones ambientales comprenden la realización de actividades peligrosas que suponen que el comportamiento dañoso envuelva una conducta negligente, imprudente o maliciosa. Agregó que la presunción de culpabilidad en materia sancionatoria ambiental constituye una herramienta procesal idónea para salvaguardar un bien jurídico particularmente importante.  
	Sostuvo la Corte que  la presunción de culpa o dolo encaja dentro de las denominadas presunciones legales -iuris tantum-, toda vez que admiten prueba en contrario, tal y como lo señalan los parágrafos legales censurados. Por tanto, hasta antes de imponerse la sanción definitiva, el presunto infractor podrá desvirtuar la presunción utilizando todos los medios probatorios legales; así las cosas, definió la Corte que la presunción legal de la culpa o dolo, no excluye a la administración del de probar la existencia de la infracción ambiental en los términos dispuestos en la ley, ni tampoco impide que el presunto infractor pueda desvirtuarlos mediante los medios probatorios legales, pues dicha presunción  no indican “Presunción de Responsabilidad” y por tanto, será deber de la  Autoridad Ambiental verificar la ocurrencia de la conducta, si es constitutiva  de infracción ambiental o si el presunto infractor a actuado amparado en una causal eximente de responsabilidad; situación ésta que en concepto de la Corte, hace razonables  proporcionadas y totalmente acordes dichas presunciones, con la Constitución, encontrando exequibles los textos cuestionados.
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	CONCLUSION O APORTE

En la medida en que las presunciones legales, establecidas en el nuevo régimen sancionador, no implican presunción de responsabilidad, será deber de esta Autoridad Ambiental verificar la ocurrencia de la conducta, si es constitutiva  de infracción ambiental o si el presunto infractor a actuado amparado en una causal eximente de responsabilidad. En consecuencia, en tratándose de desvirtuar la culpa, deberá demostrarse que el presunto infractor actúo con la debida diligencia y prudencia, para transformar dicha presunción, o que, en el caso del dolo, no contó con el ánimo de infringir las normas ambientales o de ocasionar el daño, conclusión ésta, a la que se arriba, analizando todos los elementos subjetivos que envolvieron el desarrollo del hecho reprochable. Siendo aquí  donde el operador jurídico, a la luz de los elementos subjetivos obrantes en el expediente, debe arribar a la determinación de la modalidad de la conducta bajo la cual se cometió el hecho, buscando eso sí, que ésta encaje de manera nítida el los Conceptos ya conocidos, de Culpa y Dolo.
Adicional a lo anterior, es claro para esta Entidad que las pruebas relativas al elemento subjetivo o volitivo, con el que actua en infractor, resultan, en algunos casos, de difícil consecución, hecho éste que indicará, tal y como lo precisa la Corte, en una falta al deber de diligencia de las personas, sin que ésta sea una regla general, aplicable a todos los procesos sancionatorios, pues también es sabido, que en algunos casos, resulta de fácil apreciación, el querer intencional o la voluntad deliberada de cometer una infracción de quien conociendo la norma y sus prohibiciones, quiere un resultado contrario a ésta y se determina a actuar ilícitamente, desbordándose de ésta forma, un mero concepto de culpa y llegando indefectiblemente al Dolo.  


	
	

	
	El esquema puede ser modificado de acuerdo a las necesidades que establezca cada una de las sentencias, y la información en el contenida debe ser lo más sucinta posible, evítense las transcripciones.
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